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La Incidencia de la Seguridad Jurídica en el Mercado del Alquiler 

1. Evidencia internacional 

Existe una evidencia internacional sobre la incidencia que la seguridad jurídica tiene en el 
desarrollo de los mercados de alquiler residencial. No en vano, diversos estudios 
demuestran que cuanto menor sea el grado de certidumbre sobre el marco regulatorio y 
menor sea la efectividad de los mecanismos de protección de la propiedad privada, menor 
será también el interés de los propietarios en arrendar sus viviendas, resintiéndose con ello la 
oferta. 

En concreto, las zonas urbanas de países con sistemas legales más inestables, en los que los 
procesos para recuperar la posesión de las viviendas en caso de incumplimiento de 
contratos de alquiler son lentos y poco eficaces, tienden a tener un menor porcentaje de 
viviendas en alquiler (vs. viviendas en propiedad). 

Esta idea ha sido respaldada, entre otros, por el Banco de España, que en su informe “La 
intervención pública en el mercado del alquiler de vivienda: una revisión de la 
experiencia internacional”, señalaba lo siguiente:  

“La evidencia internacional disponible muestra que el grado de protección jurídica efectiva de 
los propietarios de la vivienda arrendada está relacionado con el desarrollo y el tamaño del 
mercado del alquiler residencial. En particular, se observa una relación negativa entre la falta 
de seguridad jurídica para el propietario, asociada a un costoso cumplimiento de los 
contratos de alquiler, y el desarrollo del mercado de arrendamiento de vivienda [Casas-Arce y 
Saiz (2010)]. Por otro lado, la literatura económica ha mostrado que la efectividad de estas 
regulaciones depende en buena medida de la existencia de procedimientos legales ágiles 
que aseguren el cumplimiento de la normativa y la rápida compensación económica del 
propietario en caso de contingencias. En este sentido, existe evidencia de una menor 
seguridad jurídica ante el impago de las rentas del alquiler en sistemas legales con un mayor 
grado de formalismo en los procedimientos, y que suelen asociarse con una mayor duración 
del procedimiento y un menor cumplimiento efectivo de la normativa [Djankov et al. (2003)]. 
En esta línea, en el ámbito de la Unión Europea, Cuerpo et al. (2014) documentan la 
relevancia que supone disponer de un sistema judicial eficiente y ágil que garantice la 
seguridad jurídica para un desarrollo pleno del mercado del alquiler de vivienda.” 

El reforzamiento de la seguridad jurídica es si cabe aún más necesario en contextos de 
insuficiencia de oferta, tal y como la que afecta actualmente a España. Precisamente esa 
situación se ha visto agravada en los últimos años, coincidiendo con la implementación de 
regulaciones excesivamente intervencionistas y en algunos casos, de dudosa 
constitucionalidad. Esta circunstancia, unida al problema estructural de lentitud del sistema 
judicial, ha dado lugar a una preocupante pérdida de confianza entre inversores 
institucionales y particulares. 

2. La percepción de los propietarios  

La defensa del derecho de propiedad, y, en consecuencia, la búsqueda de un marco estable 
de seguridad jurídica ha sido uno de los pilares básicos de ASVAL desde su constitución en 
2020. 

En nuestro ánimo de profundizar en el entendimiento de la realidad y el alcance de los 
problemas que afectan a nuestro sector, hemos tomado el pulso de cuál era la percepción de 
nuestros asociados.  

Las conclusiones de las diferentes consultas realizadas en el último año ponen de manifiesto 
que un elevado porcentaje de propietarios percibe que su derecho de propiedad no se 
encuentra suficientemente protegido y que las instituciones jurídicas tradicionales han 
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dejado de ser eficaces para poder resolver los conflictos que pudieran surgir con sus 
inquilinos.  

Entre otras cosas, destaca que un elevado porcentaje de los propietarios opta por vías 
extrajudiciales (como condonaciones o incentivos económicos) para recuperar sus viviendas, 
una práctica que no siempre es sostenible y que evidencia la quiebra de la confianza en un 
sistema judicial ágil y eficaz. 

Esta circunstancia es muy negativa en un momento en el que precisamente debemos hacer 
un esfuerzo por estimular la oferta. Existe por tanto el reto de conseguir que los propietarios 
recuperen la confianza en las instituciones y en la efectividad de las normas que el sistema 
ofrece para proteger su derecho de propiedad.  

Hay que ser por tanto cuidadosos cuando se minimizan los impactos de fenómenos como la 
ocupación o la popularmente llamada “inquiocupación”. Más que entrar en una guerra de 
cifras, hay que reflexionar sobre el modelo de país que queremos. Un país en el que existe 
tolerancia social sobre el que ocupa ilegalmente una vivienda o que deja de pagar la renta 
de manera premeditada tiene un problema. Un país en el que proliferan mafias que se lucran 
de estos fenómenos y los convierten en su modo de vida, tiene un problema.  

Desde las instituciones debe lanzarse un mensaje contundente en contra de este tipo de 
prácticas y ponerse de parte de los que se ven afectados por los fallos del sistema, pero 
nunca restarle importancia.  

 

3. La postura de ASVAL  

En ASVAL reconocemos la existencia de situaciones de vulnerabilidad, pero la 
responsabilidad de atenderlas debe recaer en las administraciones públicas, no en los 
propietarios ni en el sector privado.  

 

Datos ASVAL 

✓ Un 60% de los encuestados señaló que su mayor preocupación a la hora de poner en 

alquiler su vivienda era no poder recuperarla en caso de impago o de ocupación.  

  

✓ Un 12% de los procedimientos judiciales para recuperar la posesión se encontraban 

suspendidos a finales de 2024. 

 

✓ El 99% de los procedimientos judiciales derivados a Servicios Sociales quedó sin 

atender, bien por falta de contestación, bien porque el informe de vulnerabilidad no 

ofrecía ninguna medida (instando a la propiedad a que asumiese la situación con sus 

propios recursos).  

 

✓ En 2024, un 80% de las viviendas que fueron recuperadas se obtuvieron gracias a un 

acuerdo extrajudicial (generalmente con pago de incentivo al ocupante). 

 

✓ El plazo medio de recuperación de las viviendas es superior a 20 meses. 
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Sin embargo, la normativa actual privilegia a los ocupantes en detrimento de los 
propietarios, trasladando a estos últimos la responsabilidad de solucionar un problema 
estructural de acceso a la vivienda que debería ser resuelto por los poderes públicos. Este 
desequilibrio mina la confianza de los propietarios en el sistema jurídico y en el mercado de 
alquiler. 

Es fundamental que el derecho a la vivienda digna se compatibilice con el derecho de 
propiedad, de modo que ambos derechos constitucionales queden debidamente 
salvaguardados. Deben por tanto establecerse los mecanismos necesarios para evitar que 
prácticas como la ocupación ilegal puedan ser regularizadas, por la vía de hecho o de 
derecho, o que propietarios privados queden desprotegidos ante situaciones de impago de 
rentas o de daños causados por los ocupantes de sus viviendas.  

Esta demanda va en línea con las recomendaciones de la OCDE en su estudio “Promoting 
protection of the right to housing - Homelessness prevention in the context of evictions” 
(Recomendación nº 11), que alerta de las posibles consecuencias adversas (incluida las 
distorsiones en la oferta y la demanda) que podrían derivarse tras la implementación de 
medidas anti-desahucios (moratorias, regularizaciones de uso). Por tanto, se recomienda que 
la adopción de este tipo de soluciones – que por otra parte pueden responder a un fin social 
– se realicen tras la adecuada evaluación y análisis de todos sus efectos. 

A juicio de ASVAL, mecanismos tan ampliamente consolidados en nuestro ordenamiento 
jurídico como los desahucios han de seguir funcionando como medida principal de 
protección del derecho a la propiedad privada, debiendo ser las Administraciones Públicas – 
y no el sector privado – las que velen por el cumplimiento de las garantías procesales 
oportunas y, muy especialmente, las que doten de alternativa habitacional a las personas 
vulnerables que, viéndose afectados por dicha medida, carezcan de hogar.  

Cuando esto no sea posible, por falta de vivienda pública disponible, las Administraciones 
Públicas deberán poner los medios económicos necesarios para encontrar esa vivienda en el 
sector privado, pero siempre sobre una relación basada en la absoluta voluntariedad y bajo 
la premisa de que el propietario privado ha de percibir una renta de mercado.  

A tal efecto, ASVAL propone la firma de convenios específicos entre propietario y 
Administración, en virtud de los cuales, las Administraciones puedan conceder 
complementos de renta que permitan cubrir la diferencia entre la renta de mercado y la renta 
que el demandante de vivienda esté en condiciones de abonar. Estos convenios deberían 
conllevar, además, actuaciones concretas en el ámbito sociolaboral, de modo que su 
vigencia fuese planteada siempre con carácter excepcional y con vigencia limitada en el 
tiempo.  

También proponemos el establecimiento de otras medidas adicionales que, con carácter 
temporal, y hasta que dispongamos de un parque público de viviendas suficiente, permitan 
incentivar la firma de contratos de arrendamiento asequible por parte de propietarios 
particulares. Programas públicos que concedan garantías de renta o que permitan la 
utilización de créditos y deducciones fiscales a propietarios que voluntariamente cedan sus 
viviendas a personas vulnerables a un precio inferior a la renta de mercado deben ser 
promovidos activamente por las Administraciones. Desde ASVAL, defendemos políticas que 
incentiven en positivo, versus otras medidas de intervención que abogan por la penalización 
al propietario, y que, según los estudios disponibles, se han demostrado ineficaces en 
contextos de insuficiencia relativa de vivienda en alquiler (pudiendo además conllevar la 
traslación del coste al inquilino mediante el aumento del precio del alquiler). 

Finalmente, desde ASVAL consideramos que es necesario revisar la conveniencia de 
mantener la distinción entre grandes tenedores y arrendadores particulares. Estas prácticas, 
además de no estar en línea con los países de nuestro entorno, resultan contraproducentes 
para la profesionalización del sector del alquiler, que está eminentemente en manos de 
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propietarios particulares Estos representan el 90% del mercado frente al 4% de los 
operadores institucionales. Este porcentaje se eleva al 35% en otros países europeos. 

4. Conclusiones 

Por todo lo anterior, ASVAL propone las siguientes medidas concretas: 

a. Activación del Consejo Asesor de la Vivienda, incorporando a las asociaciones y 
grupos de interés representativos del sector, para la fijación de estrategia en políticas de 
vivienda y el seguimiento de su implementación. Esta figura, prevista en la Ley por el 
Derecho a la Vivienda, pero aún en fase de desarrollo reglamentario, debe servir para 
contrastar la realidad del sector y poder, de este modo, plantear soluciones ante los 
efectos indeseados de las normas que se van implementando. 
 

b. Reprobación de la ocupación ilegal, y, por consiguiente, de toda legislación que 
pretenda consentirla o regularizarla. Las instituciones públicas (y especialmente, la 
Administración General del Estado), debe posicionarse en contra de estas prácticas, 
evitando que recaigan en el propietario privado los costes y externalidades negativas 
derivadas de estas acciones. Esta desaprobación debe ir acompañada del apoyo a los 
recursos de inconstitucionalidad planteados o que pudieran plantearse en contra de 
legislaciones o modificaciones normativas que den carta de naturaleza a la ocupación 
ilegal y a otras cesiones de uso no consentidas por los propietarios.  

 

c. Reforma legislativa encaminada a la agilización de los trámites de desahucio en 
casos de ocupación ilegal de viviendas y la equiparación de personas físicas y jurídicas. 
En particular, la modificación debería abarcar una serie de normas, entre las que se 
encuentra el Código Penal, la Ley de Enjuiciamiento Criminal y la LEC. 

 

d. Elaboración de un Código de Buenas Prácticas, de adhesión voluntaria, desde el que 
se difundan recomendaciones para que las relaciones entre propietario e inquilinos sean 
justas, transparentes. El Código de Buenas Prácticas también incorporará 
recomendaciones en materia de sostenibilidad y gobernanza, abogando por la 
implementación de protocolos que aseguren una gestión responsable.  

 
 

 


